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PETICIÓN 342-02
INADMISIBILIDAD

JOEL ARRIAGA NAVARRO
MÉXICO

4 de noviembre de 2011

I.
RESUMEN

1. El 16 de mayo de 2002 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "Comisión Interamericana", "Comisión" o "CIDH") recibió una denuncia presentada por  Judith García Barrera viuda de Arriaga (en adelante “peticionaria”) en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “Estado mexicano”, “México” o “Estado”). Alega la responsabilidad internacional del Estado porque el 20 de julio de 1972, en la ciudad de Puebla y en el contexto del proceso por una reforma de la Universidad Autónoma del Estado, su cónyuge Joel Arriaga Navarro fue asesinado y las autoridades no investigaron los hechos ni sancionaron a los responsables.
2. La peticionaria alega que el Estado violó los derechos consagrados en los artículos 1 (obligación de respetar los derechos), 4 (derecho a la vida), 8 (garantías judiciales) 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”). En cuanto al agotamiento de los recursos internos, alega que se ha producido un retardo injustificado en la investigación judicial de la ejecución extrajudicial de Joel Arriaga Navarro. Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible dado que no se habrían agotado los recursos de la jurisdicción interna y, además, invoca la fórmula de la “cuarta instancia”.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que es inadmisible en virtud del incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.b de la Convención Americana. La Comisión resolvió notificar el presente informe a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual para la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
4. La petición fue recibida el 16 de mayo de 2002 y registrada como P-342-02. El 21 de agosto de 2002 fue trasladada al Estado, otorgándole un plazo de 2 meses para que presentara sus observaciones, de conformidad al Reglamento de la CIDH vigente en ese entonces. La respuesta de México fue recibida por la CIDH el 23 de octubre de 2002.

5. Además, la Comisión recibió información del peticionario en las siguientes fechas: 6 de diciembre de 2002, 28 de marzo de 2003, 11 de septiembre de 2003, 2 de junio de 2004, 4 de junio de 2004 y 1 de junio de 2010. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. Por su parte, México envió información el 15 de enero de 2003, 25 de febrero de 2004, 22 de noviembre de 2004 y 13 de abril de 2011. Las notas fueron debidamente trasladadas a la  peticionaria. 

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A. La peticionaria
6. La peticionaria informa que su cónyuge Joel Arriaga Navarro era arquitecto y al momento de su muerte se desempeñaba como Director de la Escuela Preparatoria “Benito Juárez” de la Universidad Autónoma de Puebla. Señala que fue perseguido por sus ideas y su práctica política. Al respecto, informa que el 4 de octubre de 1968, tras la masacre de Tlatelolco fue detenido sin orden de aprehensión por agentes de la policía judicial del Estado de Puebla, entregado al día siguiente al jefe de la 25° Zona Militar, permaneciendo preso e incomunicado en la cárcel de la zona castrense hasta el 4 de noviembre de 1968. Señala que ese día fue trasladado al Campo Militar No. 1 de la Ciudad de México, Distrito Federal, donde también lo habrían mantenido incomunicado y en calidad de detenido-desaparecido, hasta el 12 de diciembre de 1968; cuando fue trasladado al Centro Penitenciario de Lecumberri y fue puesto a disposición del Juez Segundo de Distrito en Materia Penal del Distrito Federal. Informa que se le instruyó proceso por el delito de disolución social y otros, siendo liberado bajo palabra el 17 de noviembre de 1971.
7. Denuncia que el 20 de julio de 1972 Joel Arriaga Navarro murió acribillado en la esquina que forman las calles 24 Oriente y 2 Norte de la Ciudad de Puebla, en momentos en que en su compañía se dirigía a su domicilio.
8. Según parecer de la peticionaria la muerte de su cónyuge fue una ejecución extrajudicial. Alega que el asesinato se dio en el contexto de la lucha por la Reforma de la Universidad Autónoma de Puebla, que pugnaba por una educación superior democrática, crítica y popular. Agrega que el movimiento de reforma estaba compuesto por estudiantes, profesores, investigadores y trabajadores administrativos y contó -entre sus principales opositores- a distintos grupos de la ultraderecha del país. Añade que un mes después de la muerte de su cónyuge, el profesor universitario Enrique Cabrera Barroso, le habría entregado para que fuera publicado en algún periódico de la ciudad de Puebla, un manifiesto firmado por el "Bloque de Juventudes Revolucionarias", en el que se señalaba a los asesinos de Joel Arriaga Navarro. Informa que ningún medio de comunicación impreso accedió a publicar el manifiesto, de modo que la información se distribuyó mediante volantes y pegatinas. Agrega que el 20 de diciembre de 1972, el señor Cabrera Barroso fue asesinado.
9. En cuanto a la investigación por la muerte de Joel Arriaga Navarro, indica que en la Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla (PGJEP), se inició la averiguación previa 123/2130/72 y se realizaron diversas diligencias, entre ellas dos comparecencias de la propia peticionaria, en las que habría aportado elementos que como testigo de los hechos poseía. Señala que posteriormente distintos funcionarios de la PGJEP le habrían informado verbalmente que el expediente "fue extraviado" en las oficinas de la citada Procuraduría. Agrega que recién en septiembre de 2001 “encontraron” el expediente al cual le habrían sustraído varias páginas. Indica que las investigaciones se reanudaron en la averiguación previa 123/2130/72/2001/DMS-1, pero que las diligencias realizadas se habrían limitado a una nueva comparecencia de la peticionaria y algunas diligencias para reconocer, en diversas exposiciones de automóviles antiguos, el modelo del auto en que se transportaban las personas que acribillaron a Joel Arriaga Navarro. Informa que solicitó se citara a una serie de personas que podrían tener elementos para esclarecer el asesinato de su cónyuge pero la Procuraduría se habría negado. 
10. El 2 de mayo de 2002 fue notificada de la decisión de la PGJEP de “enviar al archivo de reserva” la averiguación previa 123/2130/72/2001/DMS-1, pese a que no hubo una investigación para intentar determinar quienes fueron los autores intelectuales y materiales de su cónyuge. Señala que contra dicha resolución presentó un recurso de inconformidad que se resolvió con la resolución de “No ejercicio de la Acción Penal” y con el archivo definitivo del expediente. Informa que posteriormente, interpuso un recurso de amparo ante un Juez Federal de Distrito, el cual sobreseyó la demanda de amparo al considerar que el homicidio de la presunta víctima había prescrito con el transcurso de más de 30 años de su ejecución. Agrega que según la legislación interna, el delito de homicidio prescribe al transcurrir el plazo de la sanción prevista para el mismo, es decir a los 30 años. Señala que la actuación de las autoridades del Gobierno mexicano estuvo encaminada a quedar exentas de la obligación de perseguir el ilícito dejando transcurrir el referido plazo de 30 años. No obstante, alega, que se trataría  de una ejecución extrajudicial por motivos políticos en la que podrían estar involucrados funcionarios del Estado, no operaría la prescripción de acuerdo con las normas internacionales.
11. Por otra parte, informa que también se habría iniciado una investigación en la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos del Pasado (FEMSPP), dependiente de la Procuraduría General de la República, la cual alega, no actúa con celeridad en vista de que la denuncia penal se presentó el 22 de mayo de 2002
. Plantea que ante la negligencia de las autoridades encargadas de la procuración de justicia, presentaba la denuncia ante la CIDH, por el temor de que el crimen, con claros matices políticos, quede impune. 
12. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, alega se ha producido un retardo injustificado en la investigación judicial del homicidio de su esposo y que se ha omitido la realización de diligencias para el esclarecimiento del crimen. Precisa que los autores materiales e intelectuales del crimen gozan de impunidad y aduce que la creación de la FEMSPP constituye una maniobra política. Por lo expuesto, alega la violación de los derechos consagrados en los artículos 1 (obligación de respetar los derechos), 4 (derecho a la vida), 8 (garantías judiciales) 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana.
B.
El Estado

13. El Estado alega que según se desprende de la averiguación previa 2130/972 iniciada ante la Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla, el 20 de julio de 1972 el señor Joel Arriaga Navarro fue víctima del delito de homicidio y, de acuerdo a los denunciantes, presuntamente por su intervención en el movimiento de reforma de la Universidad Autónoma de Puebla.  En cuanto a la investigación de los hechos, informa que después de la realización de algunas diligencias de investigación, “la averiguación previa quedó interrumpida por inactividad”.
14. Indica que a partir del 19 de septiembre de 2001, se radicó la averiguación previa 123/2130/72/2001/DMS-I-III y se retomaron las actuaciones relacionadas con la averiguación previa antes mencionada. Informa que se habrían realizado una serie de diligencias, entre ellas, declaraciones de testigos, familiares y la comparecencia del ex-gobernador del Estado de Puebla, quien ostentaba ese cargo al momento de los hechos. Indica que el 8 de abril de 2002, la PGJEP ordenó, después de haber realizado las diligencias de investigación, el “Archivo en Reserva” de la indagatoria por considerar que no se reunían los elementos suficientes para el ejercicio de la acción penal. En específico por las siguientes consideraciones: 1) El Gobernador del Estado de Puebla ordenó de inmediato a la PGJ se iniciaran las investigaciones, a fin de establecer los hechos y castigar al probable responsable; 2) Se realizó una exhaustiva investigación contando con la declaración de diversas personas a fin de obtener indicios suficientes para llegar a conocer la identidad de los autores materiales del hecho; 3) Se solicitó la intervención del Servicio Pericial; 4) Las declaraciones de los testigos resultaron discrepantes entre si, ya que señalaron como responsables a distintas organizaciones subversivas, sin que estas declaraciones se encuentren respaldadas con material probatorio, diversificando aún más las líneas de investigación; 5) Como consecuencia de esta diversidad de investigaciones dio oportunidad de que los vestigios se perdieran o alteraran por el transcurso del tiempo; 6) No se logró conocer los datos precisos de las características del vehículo en el que viajaban los agresores, ya que las declaraciones difieren al respecto.
15. Señala que el 17 de mayo de 2002, la señora Judith García Barrera viuda de Arriaga interpuso un recurso de inconformidad en contra de la resolución mencionada, el cual se resolvió el 23 de mayo de 2002 con la confirmación del auto de no ejercicio de la acción penal. Indica que el 4 de julio de 2002, la peticionaria interpuso un recurso de amparo ante el Juzgado Segundo de Distrito "B" en el Estado de Puebla. Alega que durante el proceso, la señora Judith García tuvo el derecho y la oportunidad de aportar todas las pruebas que estimó convenientes y de verter todos los alegatos que consideró útiles para apoyar su pretensión. Informa que el 20 de septiembre de 2002, el Juzgado sobreseyó el juicio de amparo declarando infundado el agravio en parte; y fundado pero inoperante por otra, en virtud de haber prescrito la acción persecutoria del delito de homicidio
. Señala que ante dicha sentencia, la señora García Barrera interpuso el recurso de revisión ante el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. Mediante sentencia de 27 de mayo de 2003, el Segundo Tribunal Colegiado consideró que el acto reclamado había cumplido con todos los requisitos legales dado que la prescripción del delito constituye un obstáculo material insuperable. Al respecto, el Estado alega que al extinguirse la acción persecutora respecto del delito de homicidio en agravio de Joel Arriaga Navarro (prescripción), la autoridad ministerial local se vio impedida para continuar su investigación. 
16. Por otra parte, informa que el 20 de mayo de 2002
, la Fiscalía Especial para Movimientos Sociales y Políticos (FEMOSPP) del Ministerio Público Federal inició una averiguación previa (PGR/FEMOSPP/007/2002) que se encuentra en integración
. Señala que se retomaron las actuaciones relacionadas con la averiguación previa 123/2130172/DMS-I-III y se avocó a investigar si hubo participación de servidores públicos federales en los hechos. Señala que la FEMOSPP no ha encontrado indicio que permita suponer que exista vínculo entre el homicidio de Joel Arriaga Navarro y algún servidor público estatal o federal. 
17. En cuanto a la caracterización de los hechos denunciados, alega que el proceso seguido en el caso del señor Joel Arriaga Navarro se realizó de conformidad a los estándares interamericanos de justicia. Indica que la señora García Barrera tuvo a su alcance y ejerció todos los recursos para la protección judicial en lo que se refiere a los actos de la Procuraduría General de Justicia del Estado de Puebla y cuenta aún con los recursos abiertos en lo que respecta a la Procuraduría General de la República. En ese sentido, alega la aplicación de la fórmula de la cuarta instancia.
18. Sobre el agotamiento de los recursos internos, alega que no han sido agotados. Indica que la averiguación previa iniciada el 20 de mayo de 2002 por las autoridades federales sigue en integración y debe considerase como un recurso adecuado. Agrega que la peticionaria no ha acudido a instancia nacional para alegar alguna inconformidad sobre la averiguación previa federal. Por ello, sostiene que la intervención de la CIDH impediría al Estado actuar dentro de su jurisdicción interna, en contrariedad al carácter subsidiario del sistema interamericano. En ese sentido, aduce que cualquier omisión o acto de la autoridad que considere violatorio a sus garantías individuales puede ser denunciado ante la Unidad Especializada en Investigación de Delitos cometidos por Servidores Públicos y contra la Administración de Justicia y que además la peticionaria cuenta con el recurso de amparo, que protege al ciudadano de cualquier violación a sus derechos fundamentales y, posteriormente con el recurso de revisión, que en su caso, podría cambiar el sentido de la sentencia de amparo. En suma, sostiene que la peticionaria cuenta con múltiples instancias nacionales para hacer valer sus pretensiones, siendo que no ha hecho uso de ninguna. 
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione personae, ratione temporis, ratione loci y ratione materiae 
19. La peticionaria se encuentra facultada por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto de quienes el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. 
20. México es Estado miembro de la Organización de los Estados Americanos desde el 23 de noviembre de 1948, fecha en que depositó el instrumento de ratificación de la Carta de la OEA, y por lo tanto está sometido a la jurisdicción de la Comisión con respecto a las denuncias individuales, dado que esa competencia fue establecida por estatuto en 1965 en relación con la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre .  Además, el Estado de México se encuentra sujeto a la jurisdicción de la Comisión en los términos de la Convención Americana sobre Derechos Humanos desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de adhesión respectivo. En consecuencia la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la denuncia presentada. 

21. Parte de los hechos alegadamente violatorios de derechos humanos se iniciaron con anterioridad al 24 de marzo de 1981 -fecha en que depositó el instrumento de adhesión a la Convención Americana-, por lo cual la fuente de derecho aplicable al respecto es la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. Tanto la Corte como la Comisión han dictaminado que la Declaración Americana es una fuente de obligaciones internacionales para los Estados miembros de la OEA
. Una vez que se hizo efectiva la ratificación por parte de México, la Convención Americana se convirtió en la principal fuente de obligaciones jurídicas, y se hicieron aplicables los derechos y obligaciones expresamente mencionados por la peticionaria, entre otros
.  En consecuencia, la CIDH tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Declaración Americana, inicialmente, y posteriormente en la Convención Americana, se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

22. Por lo expuesto, la Comisión decide declarar inadmisible la petición respecto del artículo 4 de la Convención Americana porque la muerte de Joel Arriaga Navarro ocurrió antes de su entrada en vigencia para México.
23. La Comisión posee competencia ratione loci para conocer la petición por cuanto en ella se alegan hechos que podrían traducirse en violaciones de derechos protegidos en la Declaración Americana y en la Convención Americana, que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte en dichos instrumentos. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae debido a que la petición se refiere a denuncias de violación de los derechos humanos protegidos por la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y por la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
B.
Requisitos de admisibilidad

1.
Plazo de presentación de la petición
24. El artículo 46.b de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva. Asimismo, de acuerdo al artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH, “En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso”.

 
25. En el presente caso, la CIDH observa que los hechos materia del reclamo se produjeron a partir del 20 de julio de 1972 y la petición fue recibida ante la CIDH el 16 de mayo de 2002. Sin perjuicio de las dificultades alegadas respecto al agotamiento de los recursos internos, la Comisión observa que se ha acudido al sistema de peticiones individuales 30 años después de sucedida la situación denunciada. Frente a dicho lapso tan extenso, la peticionaria no ha presentado argumentos suficientes para demostrar que fuera razonable. Por lo anterior, la Comisión concluye que en el presente caso no se ha cumplido con el requisito estipulado en el artículo 46.1.b de la Convención Americana, en cuanto a la presentación oportuna de la petición
.
26. La Comisión se abstiene de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención Americana porque se vuelve innecesario.
V.
CONCLUSIONES
27. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible de conformidad con el artículo 46.1.b de la Convención Americana y, en consecuencia, 
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar inadmisible la presente petición conforme al artículo 46.1.b de la Convención Americana.
2. Notificar la presente decisión a las partes.

3. Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 4 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� De acuerdo a la información que consta en el expediente la investigación ante la FEMSPP se inició a solicitud de Miguel Alfredo Calderón Moreno. La peticionaria alegó además que en la investigación ministerial de la muerte de su esposo, se presentaron aspectos de carácter político como las declaraciones del Gobernador del Estado de Puebla de aquel momento, efectuadas el 22 de julio de 2002, en las que sostuvo que "Reiniciar las indagatorias del caso de Joel Arriaga reavivará pugnas añejas entre grupos políticos y propiciará división entre la ciudadanía; hay asuntos que tenemos que contener ahí donde están y no revivir viejas cuentas, viejas querellas."


� Expresa que el razonamiento del Tribunal consistió, entre otros, en que para que opere la prescripción de la acción persecutoria debió haber transcurrido un plazo igual al máximo de la sanción que corresponde al delito de homicidio calificado, que en el caso es de 30 años de prisión, por lo que la autoridad advirtió que del 20 de julio de 1972, fecha en que se desarrollaron los hechos, al 20 de julio de 2002, trascurrieron 30 años, lo que se consideró procedente para negar el amparo solicitado en contra de la determinación del no ejercicio de la acción penal dictada y confirmada por la PGJP.


� El Estado indica que el 20 de mayo de 2002, Miguel Alfredo Calderón Moreno, se presentó en la FEMOSPP, a formular denuncia por la muerte de su conocido Joel Arriaga Navarro, señalando como probables responsables de los hechos, al ex Gobernador del Estado de Puebla, al ex Secretario de Gobierno, al ex Procurador General de Justicia y al ex Director de la Policía, así como a un ex Presidente de la República de esa época y al ex Secretario de Gobernación. El 22 de mayo de 2002, se presentó Judith García Barrera a formular denuncia por los mismos hechos y en contra de los probables responsables anteriormente citados.


� El Estado indica que el ex Presidente de México, Vicente Fox Quesada, dispuso diversas medidas para la procuración de justicia por delitos cometidos contra personas vinculadas con movimientos sociales y políticos del pasado. El 4 de enero de 2002, el Procurador General de la República, designó al Fiscal Especial para la atención de hechos probablemente constitutivos de delitos federales cometidos directa o indirectamente por servidores públicos en contra de personas vinculadas con movimientos sociales y políticos del pasado. La FEMOSPP es la autoridad facultada para la investigación de personas vinculadas con movimientos sociales y políticos durante las décadas de los 70 y 80, cuya función es atender las demandas de esclarecimientos de hechos y de justicia, tanto para presuntos desaparecidos por motivos políticos o sociales, así como respecto de los hechos relacionados con movimientos estudiantiles.


� Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/89, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y  Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 14 de julio de 1989, Ser. A. No. 10  (1989), párrs. 35-45; CIDH, James Terry Roach y Jay Pinkerton (Estados Unidos), Caso 9647, Res. 3/87, 22 de septiembre de 1987, Informe Anual 1986-1987, párrs. 46-49, Rafael Ferrer-Mazorra y Otros (Estados Unidos), Informe N° 51/01, Caso 9903, 4 de abril de 2001. Véase también el Estatuto de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su artículo 20.


� Íbid., párrafo 46.


� CIDH, Informe de Inadmisibilidad No. 159/10, Petición 1250-06, Iris Martínez y otros, Uruguay, 1º de noviembre de 2010, párr. 44.








